VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA VIGÉSIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 07 DE AGOSTO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 
C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 del día con 20 minutos del 07 de agosto del 2013, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Vigésima Séptima Sesión Ordinaria de este Pleno, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno de este Instituto. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 
Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión es el siguiente:  
I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Quinta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 10 de julio de 2013.

IV.    Presentación, análisis y, en su caso aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueban la suscripción de los Convenios de Colaboración que celebrarán el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y las Organizaciones de la Sociedad Civil, que se indican en el marco del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2013”.

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de dos Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el Instituto,  en materia de solicitudes de acceso a datos personales.
VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 30 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII.
Asuntos Generales.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración esta Orden del Día. Si no hay ninguna observación a la misma. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con esta Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Quinta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el pasado 10 de julio del 2013.

Señores comisionados, está a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ninguna observación, además de las que se han hecho llegar a la Secretaría Técnica. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto del acta del 10 de julio del 2013, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción de Convenios de Colaboración que celebra el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y las Organizaciones de la Sociedad Civil que se indican en el marco del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, denominado “Correspondes 2013”.

Solicito con la aprobación de este Pleno para que el Maestro Oscar Cruz Estrada, Director de Vinculación con la Sociedad de este Instituto proceda con la exposición del proyecto de acuerdo.

Si nos hace favor licenciado Cruz.

C. OSCAR CRUZ ESTRADA.- Buenos días señores comisionados. 

Me voy a permitir leer las consideraciones, una vez que ya el Comisionado Presidente leyó el acuerdo.

Las consideraciones siguientes son:

Que con base en lo establecido en el Artículo 71, fracción V, 24 y 49 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, es atribución del Pleno de este Instituto organizar seminarios, cursos, talleres y demás actividades que promuevan el conocimiento de la Ley de Transparencia y las prerrogativas de las personas derivadas del derecho de acceso a la información pública, implementar mecanismos de observación que permitan a la población utilizar la transparencia para vigilar, evaluar el desempeño de los entes públicos, así como establecer mecanismos que impulsen los proyectos de organizaciones de la Sociedad Civil, encaminados a la promoción del derecho de acceso a la información, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.

Que en el Acuerdo 0498/SO/0805/2013 el Pleno del InfoDF aprobó el Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes”.

Que en el Acuerdo 0499/SO/0805/2013 el Pleno aprobó las reglas de operación del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes” para el Ejercicio Fiscal 2013.

Que mediante el Acuerdo 500/SO/0805/2013 se aprobó la Convocatoria del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes” para el Ejercicio Fiscal 2013.

Que en el Programa Operativo Anual 2013 del InfoDF se asignaron recursos para el desarrollo del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, Correspondes, por un monto de 1 millón de pesos, de los cuales hasta 880 mil pesos se destinarán a Organizaciones de la Sociedad Civil Organizada y hasta 120 mil pesos a actores sociales, como académicos, investigadores, periodistas, cuyos proyectos han sido seleccionados por la Comisión Evaluadora de dicho Programa.

Siguiente consideración:

Que el Pleno del InfoDF aprobó, mediante el Acuerdo 0780/SO/2606/2013 la integración de la Comisión Evaluadora del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2013” para la estrategia de Organizaciones Civiles y otros actores. 

Y que de acuerdo con el acta de resultados de la Comisión Evaluadora del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, “Correspondes 2013”, se aprobaron con observaciones 11 proyectos de las estrategias de organizaciones civiles y tres proyectos con otros actores en el marco del programa.

Cabe señalar que dicha acta se encuentra publicada en la página de internet del InfoDF, www.infodf.org.mx desde el 12 de julio del 2013.

Que una vez solventadas las observaciones hechas por la Comisión Evaluadora y a fin de que cada organización civil y actor desarrolle los trabajos correspondientes a su respectivo proyecto, mediante el apoyo de recursos presupuestales que les otorgará el InfoDF, es necesario que el Instituto celebre convenios de colaboración con las Organizaciones de la Sociedad Civil y los contratos, ah, no, perdón, de colaboración con las Organizaciones de la Sociedad Civil los contratos respectivos con las personas físicas, cuyo proyecto fueron seleccionados.

Cabe señalar que de las 11 organizaciones con las que se suscribieron los convenios son las siguientes:

Me voy a permitir leerlas.

Nombre de organización civil, Prisma Comunitario, A.C.

El nombre del proyecto es Infopares Juveniles Multimedia por el Derecho a la Protección de Nuestros Datos Personales.

Visión Solidaria, A.C., proyecto: Observatorio Ciudadano de Incidencia y Control Social, Una Mirada Ciudadana Dice Más Que Mil Informes.

Nombre de la organización Yaotlyaocihuatl Ameyal, A.C., vigilando los presupuestos para garantizar la equidad.

Interculturalidad Salud y Derechos, Asociación Civil, INSADE.

Programa Interdisciplinario de Investigación Acción Feminista.

Proyecto Fortalecimiento de la Red, LGBTTTI de Promoción Comunitaria por el Acceso a la Información Pública, la Protección de Datos Personales y la No Discriminación en el Distrito Federal.

Consorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad, A.C.

Archivos Sonoros para la Transparencia.

Estrategia de Comunicación Radio Fílmica.

Asociación Mexicana de Mujeres Líderes Microempresarias, A.C.

Fortalecimiento, Organizaciones Ciudadanas y su Incidencia a través del Derecho de Acceso a la Información Pública y la Construcción de una Red Local sobre Políticas Públicas y Sociales en la Delegación Tláhuac.

Siguiente Organización:

Iniciativa Ciudadana y Desarrollo Social, INSIDE Social, A.C., los universitarios, jóvenes contralores sociales.

Actores, Payasos, ACTPAYS A.C. 

Informarte, difusión del DAIP y del DPDP en las estaciones del Metro, parques y espacios públicos en el Distrito Federal.

Consejo para el Desarrollo Comunitario, A.C., Arte Urbano y Hip Hop.

Y la última, Fortalecimiento para las Organizaciones Comunitarias COLIN, el nombre del proyecto es Informe 2.

Del primer acuerdo al décimo primero se realizará el convenio con el Instituto y las Organizaciones de la Sociedad Civil.

Siguientes consideraciones:

Otros actores.

María Candelaria Salinas Anaya, diseño de un sistema de contraloría ciudadana para los hospitales y centros de salud del Distrito Federal.

Emeterio José Valencia Flores, el nombre de su proyecto es Acceso a la Información y Rendición de Cuentas, Herramientas Ciudadanas para un Mejor Gobierno. 

El caso de comités y consejos ciudadanos en Benito Juárez.

Adina del Carmen Barrera Hernández, información pública gubernamental, cuáles son las demandas de las mujeres hacia la construcción del derecho de acceso a la información pública gubernamental de las mujeres.

Al primero se le va a otorgar un monto de 60 mil pesos y a los siguientes, a Emeterio y Adina 30 mil pesos cada uno.

Se instruya a la Dirección de Administración y Finanzas del Instituto lleve a cabo las acciones necesarias para la celebración de los contratos con las personas físicas, cuyos proyectos fueron seleccionados por la Comisión Evaluadora, conforme a la normatividad aplicable.

Acuerdo XIII. Se instruye a la Dirección de Vinculación con la Sociedad a efecto de dar seguimiento a la suscripción y cumplimiento de los convenios, contratos que se celebrarán en el marco del Programa de Corresponsabilidad Social para fortalecer los derechos de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, “Correspondes 2013”.

El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para la publicación del presente acuerdo en el portal de internet del InfoDF.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buenos días a todos los comisionados.

Y nada más para comentar un par de cosas sobre el proyecto que hoy se pone a consideración por parte de la Dirección de Vinculación con la Sociedad y en relación al Programa “Correspondes 2013”, en donde -ya les había comentado- hemos tenido una concurrencia de organizaciones de la Sociedad Civil muy amplia, casi 50 organizaciones de la Sociedad Civil vinieron a concursar este año por el asunto del proyecto, 11 fueron las elegidas en una ardua, digamos, deliberación por parte del Comité, digamos, que sancionó el asunto de los proyectos.

A mí me llama la atención que este año vamos a tener proyectos destinados, digamos, a todos los sectores en donde traíamos interés particular, mujeres, jóvenes, comités ciudadanos y particularmente vamos a tener proyectos de protección de datos personales, digamos, ahí hubo dos, bueno, se inscribieron una serie de proyectos de datos personales, pero dos son los que vamos a apoyar en esta ocasión de manera particular, va a haber proyectos para todo el asunto de la defensa y protección de los datos personales, particularmente en sectores específicos, como son el asunto de los jóvenes.

11 van a ser los convenios de colaboración que se firmen y además se abrió una línea -como ustedes saben- nueva, con nuevos actores, que son académicos, investigadores, profesionistas, digamos, de que hacen intervención comunitaria, y a partir de eso se va a generar una serie de productos que nos van a dar y nosotros como Info podemos replicar en cada una de las cosas, son insumos que van a permitir, precisamente, fortalecer el trabajo que viene haciendo el Instituto de Acceso a la Información Pública y que nos va a permitir dar sostenibilidad a los proyectos, nos va a tener, digamos, a dar la característica de rentabilidad en las propias comunidades y a partir de eso me parece que, digamos, cosas que habíamos hecho, como por ejemplo, cuál es el perfil de las mujeres que utilizan el acceso a la información pública o todo lo que tiene que ver con la información pública de oficio que se encuentra para hacer un análisis de manera puntual en cada una de las delegaciones respecto a presupuestos y eso, pues lo vamos a tener, lo vamos a poder utilizar, va a poder ser una herramienta que compartamos con una comunidad amplia y me parece que eso va a ser importante.

Un poco lo que queda es que una vez que podamos signar los convenios y por el otro lado se hagan las adecuaciones pertinentes para poder generar los contratos por prestación de servicio en la otra línea de acción, podamos generar una reunión de arranque con todas las organizaciones, de tal manera que pudiéramos generar un evento, como se hizo el año pasado, en donde todo mundo expusiera en los objetivos, los alcances, hacia dónde va el trabajo de estas organizaciones y, por supuesto, que le diéramos seguimiento, que no lo dejáramos simplemente en el tema de que les damos el apoyo y luego no sabemos qué sucede, sino que pudiéramos, digamos, darle seguimiento y no solamente eso, sino poder, en algún momento, articularlas con otras instancias y que eso permita, pues ir generando una red y una comunidad, que evidentemente utilice los derechos de acceso y de protección de datos personales como una herramienta fundamental para el trabajo que hacen en la comunidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más, señores comisionados?

Pues de no ser el caso voy a someter a votación este importante acuerdo, como ya lo refirió perfectamente el Comisionado Mucio, pues es la culminación ya, digamos, formal de los proyectos que han sido elegidos y que, pues serán de alto impacto para la difusión de este derecho en amplios sectores de la sociedad, hay que obviamente aprobarlos para pasar a la suscripción de los mismos, ¿no?

Entonces, todos aquellos comisionados que estén de acuerdo con este proyecto, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción de los Convenios de Colaboración que celebrará este Instituto y las Organizaciones de la Sociedad Civil que ya se mencionaron.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Damos las gracias al Director de Vinculación, a Oscar Cruz, gracias por estar presente en la Sesión de Pleno.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los Proyectos de Resolución de los Recursos de Revisión interpuestos ante nuestro Instituto, tanto en materia de solicitudes a datos personales como en materia de solicitudes acceso a la información pública.

De conformidad con el criterio establecido por este Pleno, vamos a iniciar con aquellos recursos en materia de datos personales, que aunque no han sido reservados por ningún Comisionado, yo pediría su lectura, pues obviamente con el objeto de ir conociendo mucho más estos recursos en materia de datos personales.

Si nos hace favor y con esto damos la bienvenida a la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica de Desarrollo Normativo de este Instituto.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- Gracias.

El ente público es la Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0023 de 2013.

Se requirió copia certificada del dictamen médico de invalidez total y permanente del oficio con el cual se le envió el dictamen al ente público, que se informara por escrito en documento oficial, debidamente certificado, con qué fecha se envió el dictamen médico de invalidez total y permanente a CAPREPA y copia certificada de un oficio.

El ente público respondió que no era posible entregar copia certificada de lo solicitado en los puntos 1, 2 y 4, debido a que lo requerido fue devuelto a la CAPREPA, a efecto de formalizar la solicitud correspondiente. Asimismo, entregó en copia simple lo requerido en el punto 3 porque no se contaba con el documento original en razón de que el mismo le fue entregado al solicitante.

El recurrente se inconformó porque no se entregó la información solicitada.

Ahora bien, de la revisión a lo expuesto para atender lo solicitado en los puntos 1 y 2 no se advierte que la Policía Auxiliar haya realizado una búsqueda exhaustiva en sus sistemas de datos personales de los documentos requeridos; por lo tanto, dicha actuación transgredió lo establecido en el Artículo 32, último párrafo de la ley de la materia.

Por otro lado, de la lectura al planteamiento 3 se determinó que no está orientado a solicitar el acceso a los datos personales del ahora recurrente, que consten en poder del ente público.

Finalmente, del análisis a las constancias del expediente se corroboró que el original de lo solicitado en el punto 4 fue entregado al solicitante, por ello el ente sólo detenta copia simple.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente que realice una búsqueda de lo solicitado en los puntos 1 y 2 para localizarlos, los entregue en copia certificada; en caso contrario levante acta circunstanciada de manera fundada y motivada, comunique al particular por qué no puede dar respuesta al planteamiento número 3.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ningún comentario sobre el mismo.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso de Datos Personales 0023, Policía Auxiliar el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 0026 de Datos Personales.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0026 de 2013.

El particular solicitó saber la fecha en que se le realizó el dictamen médico de invalidez total y permanente para determinar su estado de salud, copia certificada de toda la documentación con la que se inició su solicitud para el dictamen por parte de CAPREPA, tres copias certificadas del dictamen y el número que le tocó en la lista de 86 elementos pendientes de valoración.

El ente público respondió que para atender los puntos 1 y 2 proporcionó copia certificada del resumen médico al solicitante, escrito del 24 de enero de 2013 y dos oficios. Asimismo, informó que el dictamen médico de invalidez total y permanente estaba en formalización e indicó que el número de lista que le correspondió fue el 44.

El recurrente se inconformó porque no se proporcionaron las tres copias certificadas del dictamen médico de invalidez total y permanente.

Del estudio realizado no se advirtió inconformidad con atención a los puntos 1, 2 y 4 por lo que su estudio quedó fuera de la litis.

Ahora bien, de la lectura a la respuesta al numeral 3 se advierte que la Caja de Previsión se limitó a mencionar que el dictamen médico de invalidez total y permanente se encontraba en formalización. Sin embargo, tratándose del ejercicio de acceso a datos personales, el Artículo 32 de la ley de la materia dispone que cuando no se localizan los datos personales solicitados, deberá levantarse un acta circunstanciada de no localización en la que se indiquen los sistemas en los que se realizó la búsqueda.

Sin embargo, de la revisión a las constancias del expediente no se desprende que el ente haya realizado una búsqueda exhaustiva en sus archivos de la documentación solicitada y mucho menos que haya elaborado una acta circunstanciada de no localización, generando incertidumbre al particular sobre si cuenta o no con la documentación solicitada.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente público que realice una búsqueda exhaustiva del dictamen requerido; de localizarlo proporcione las copias certificadas requeridas. En caso contrario, elabore el acta correspondiente y la haga del conocimiento del particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ningún comentario.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0026, Caja de Previsión, perdón, el Recurso 0026 de Datos Personales, Caja de Previsión el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados. Ahora pasaríamos a aquellos recursos de revisión en materia de acceso a la información, que han sido reservados por uno o varios comisionados.

Y empezaríamos con el 0880, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expediente RR.SIP.0880 de 2013.

Se solicitó el nombre, adscripción y cargo de los oficiales de la Policía Preventiva que se encuentran en la etapa prejubilatoria o bien, que hayan presentado sus documentos para obtener la jubilación en los últimos tres meses.

El ente obligado informó el nombre de la unidad administrativa a la que estaban adscritos dichos servidores públicos y el cargo o grado que tenía cada uno de ellos. Respecto al nombre lo clasificó como de acceso restringido en su modalidad de confidencial.

El recurrente se inconformó porque la Secretaría clasificó erróneamente lo solicitado, pues se trataba de servidores públicos y al hacerlo restringido transgredió el acceso a la información.

Sin embargo, una vez definida la naturaleza jurídica de lo solicitado, se advierte que no tiene el carácter de información pública, ya que la misma constituye el ejercicio de un derecho personalísimo en la esfera de la seguridad social, como es la obtención de una pensión por jubilación, por edad, tiempo de servicio y por cesantía por edad avanzada, mismo que no está vinculado con la función pública que desempeñan los elementos de la Policía Preventiva, y si bien la licencia prejubilatoria que tienen dichos servidores públicos es con goce de sueldo, lo cierto es que al tratarse de un derecho las consecuencias jurídicas que se derivan de ella no están sujetas a la elaboración, evaluación y control ciudadano, a través del ejercicio del derecho de acceso a la información pública de la transparencia y de la rendición de cuentas, pues el derecho de la seguridad social y el aspecto de la obtención de una pensión se adquiere por el simple hecho de haber cumplido con los requisitos de ley y ubicarse en los supuestos normativos que así lo califican, cuyo goce no está sujeto a la eficacia, eficiencia, honradez, imparcialidad o lealtad del desempeño de la función pública.

En consecuencia, lo solicitado es de naturaleza confidencial, por lo que el agravio del recurrente es infundado.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, puede parecer a la mejor algo de forma, pero sí quiero señalarlo para, se propone matizar el argumento que está en la página 33, en el cual se refiere que se debe confirmar la clasificación de los nombres de los oficiales. O sea, se está de acuerdo obviamente con la clasificación, simplemente que ahí se hace referencia de servidores que gozan con una licencia prejubilatoria o bien que hayan presentado sus documentos para obtener el acuerdo de pensión en los últimos tres meses, ya que el ente obligado, digamos, no reservó estas cosas y a este nivel de detalle o con esta redacción, sino lo que reservó fue lo que finalmente se solicitó y que específicamente y contundentemente es los nombres de los oficiales que se encuentran en la etapa de prejubilación, ¿no? Digamos, simplemente puede parecer una cosa de forma, porque creo que hay que precisarlo para evitar cualquier tipo de confusión.

Y por otro lado, simplemente se propone reabastecer el análisis del acuerdo de la clasificación que hace el propio ente público, en el cual estamos de acuerdo, donde clasifica como confidencial esta información y el cual debemos referir el que se cumplió con todo el procedimiento que marca el Artículo 50 de la ley en la materia y el cual ha sido revisado por este Instituto y, digamos, se concluye que cumple con los requisitos del mismo. Si no hay más.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del Recurso de Acceso a la Información 0880, Secretaría de Seguridad Pública el sentido sea confirmar, simplemente haciendo otras dos precisiones, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0880/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 0999.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.0999 de 2013.

Se solicitó la base de datos en Excel de todas las verificaciones realizadas por la delegación a obras de construcción y de todos los procedimientos administrativos de revocación de manifestación de construcción de 2009, 2010, 2011, 2012 y lo que iba de 2013, indicando adicionalmente otros datos.

El ente obligado clasificó la información solicitada como reservada y (…) la consulta directa de ésta.

El recurrente se inconformó con la respuesta impugnada, en virtud de que consideró que la clasificación de información se encontraba indebidamente fundada y motivada, estimando que no le proporcionaron lo relativo a los procedimientos que ya causaron estado y no entregaron parte de la información que detentaba en una USB.

En ese sentido y derivado del estudio realizado, se determinó que la clasificación realizada fue incorrecta, en virtud de que fue genérica, además de que no se solicitó tener acceso a los expedientes, sino únicamente a un listado que contenía información relativa a éstos y con la cual contaba al momento de la solicitud; por lo que la delegación sí se encontraba en posibilidad de proporcionarle los listados con los que contaba y respecto del resto de la información ofrecer consulta directa en versión pública, únicamente de los documentos en los que constatara la información faltante, ya que si bien concedió la consulta directa, lo cierto es que no fundó ni motivó el cambio de modalidad, ni precisó qué información era la que obtendría a través de dicha consulta.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, buenos días.

Con el sentido del proyecto, sólo para precisar lo que tiene que ver con la orden, una cuestión de redacción para que en el proyecto de estudio quede en un solo punto los dos primeros puntos de la orden y que quedara de la siguiente manera:

Este Instituto ha desestimado la clasificación hecha por el Comité de Transparencia del ente obligado, respecto de la de información solicitada en el punto 2, por lo que ordena dicho ente obligado mediante la intervención de su Comité de Transparencia, desclasifica la información, según lo establecido en el Artículo 26 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de la Administración Pública del Distrito Federal para su consulta directa, de conformidad con el cambio de modalidad y nueva clasificación de información, señalado en el numeral 2 de la presente orden.

Lo anterior, respecto de la información solicitada por el particular y únicamente de aquellos asuntos que ya causaron estado durante el 2013, misma que fue clasificada de forma genérica por su Comité de Transparencia.

Dejaría a la Secretaría Técnica el texto, la proposición para que sea incorporada en el engrose.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ninguna otra observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 099…

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0999 de Acceso a la Información, Delegación Benito Juárez el sentido sea revocar, pero precisando la orden en los términos que expuso el Comisionado Alejandro Torres refiriéndose a todo, ¿sí?

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0999/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 0997.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztapalapa, expediente RR.SIP.0997 de 2013.

Se solicitó el nombre y dirección de la Constructora que ganó la licitación para la remodelación del Módulo Deportivo el Manto en Iztapalapa en el Ejercicio 2012 y 2013.

El ente obligado respondió que no existía el Módulo Deportivo el Manto.

El recurrente se inconformó al señalar que se registró la solicitud a nombre de Adán Valverde Buendía. Sin embargo, la respuesta se dirigía a otra persona y que de la copia simple del oficio de respuesta que recibió era ilegible, aunado a que le informaron que no existía el Módulo Deportivo el Manto. Sin embargo, de una búsqueda exhaustiva en internet se advertía que sí existía.

Del estudio realizado, el primer agravio se determinó como infundado, ya que de conformidad con la ley de la materia la discrepancia en el nombre del destinatario no le causó perjuicio al ahora recurrente, toda vez que realizó los actos necesarios encaminados a obtener el oficio de respuesta que se le puso a disposición, previo pago de derechos.

El segundo agravio resultó fundado, pero inoperante, en razón de que el mismo manifestó conocer el contenido íntegro del oficio, a pesar de ser ilegible.

Y en cuanto al tercer agravio, del análisis al portal de internet de la delegación, así como de las constancias contenidas en el expediente, se advierte que el Módulo Deportivo el Manto sí existe, por lo que el agravio resulta ser fundado.

En este sentido resulta procedente ordenar al ente que atienda la solicitud en los términos en que fue formulada.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.
De acuerdo con el sentido del proyecto, es nada más para dos precisiones.

En el estudio del agravio tercero se determina que a través de éste el particular pretendió variar o ampliar la solicitud de información; no obstante, más adelante el agravio se declara fundado y se ordena al ente que atienda el requerimiento.

En ese sentido hay que suplir la deficiencia de la queja respecto al agravio tercero, a efecto de hacer congruente el desarrollo del proyecto, que básicamente son una serie de párrafos.

Y asimismo, en el considerando cuarto se observa al ente para que en futuras ocasiones se abstenga de cobrar el oficio de respuesta, que además le cobra un oficio de respuesta.

Sin embargo, se propone hacer esa recomendación en el considerando quinto y en el resolutivo tercero; es decir, no dejarlo en el cuerpo del argumento, sino bajarlo al quinto, ¿no? Para que se abstenga de hacer como una recomendación de cobrar una copia fotostática de respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? ¿Alguna otra observación? 

De no ser el caso, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0997, Delegación Iztapalapa el sentido sea revocar, pero que en los estudios del agravio, el tercero, se incluya a través de la suplencia de la deficiencia de la queja e incluir en el considerando quinto que se obtenga el, se abstenga, perdón, de cobrar la copia, ¿no?

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, que es el 0978.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, expediente RR.SIP.0978 de 2013.

Se requirió la lista de los servidores públicos que tuvieran asignado equipo celular y cuyo gasto fuera pagado del erario público, incluyendo nombre, cargo, modelo de equipo, plan de renta, costo mensual de renta y número de celular.

El ente obligado proporcionó la información requerida, con excepción de la consistente en los números telefónicos, manifestando que por cuestiones de seguridad y protección de datos personales ésta era confidencial.

El recurrente se inconformó porque no le proporcionaron los números solicitados, siendo que dicha información sí se podía difundir.

Del estudio realizado se determinó que la inconformidad del recurrente versó a la atención dada en relación con los números telefónicos requeridos, concluyéndose que el ente transgredió el principio de legalidad, pues si bien negó el acceso a dicha información bajo el argumento de que ésta es confidencial. Lo cierto es que además de no invocar en fundamento legal alguno que diera sustento a dicha determinación, tampoco esgrimió razonamiento que justificara por qué revestía dicha modalidad.

Por otra parte, del análisis a la naturaleza de la información se determinó que tiene el carácter de pública, ya que además de versar sobre una prestación que les fue otorgada a determinados servidores públicos atendiendo al nivel de su encargo, también fue adquirida y es costeada por recursos públicos, por lo que es susceptible de publicitarse.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordene al ente obligado que proporcione al particular los números telefónicos solicitados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Estoy de acuerdo con el sentido de la resolución, el de modificar, pero yo quisiera introducir un elemento a esta discusión, en términos de la solicitud de los números celulares. Creo que ha sido y lo digo claramente, un criterio de este Pleno, de plenos como el IFAI, que son los que yo conozco, no sé si en otros órganos garantes del país.

El asunto de que el número celular de funcionarios públicos, obviamente de teléfonos celulares o medios de comunicación, porque luego salieron un día que no era, no tenían celulares porque tenían Nextel, pero bueno, o de radiocomunicación pagados con recursos públicos, el número ha sido, digamos, declarado público en ese sentido como un elemento de información a los ciudadanos, en ese sentido, bajo el argumento principal que ese número telefónico está pagado con recursos públicos o de la ciudadanía, digo, hasta aquí y lo quiero reconocer, yo he estado de acuerdo con esta posición, así lo he manifestado. Hemos tenido en el trascurso de este mes varias solicitudes sobre ese asunto, el propio Instituto, nosotros fuimos parte de esta solicitud, hicimos nuestro número público, en ese sentido, fue nuestra respuesta. 

Pero bueno, esto me ha llevado a reflexionar sobre el particular y quiero expresarlo aquí públicamente, lo he hecho anteriormente o lo hemos platicado los compañeros comisionados, es un asunto a discusión, me queda claro, a la mejor que no, hoy tendremos que resolver, ¿sí? Pero que no sé si por eso ya quede resuelto definitivamente, creo que son de estas áreas del acceso a la información que hay que trabajar y repensar, digamos, finalmente, yo llevo seis años trabajando en este sentido y pues obviamente no es por eso de que es de sabios cambiar de opinión, pero también sí es de sabios reflexionar en ese sentido, ¿no?

Y mi posición es la siguiente, es la de modificar en el siguiente sentido: para que pidamos al sujeto obligado, porque eso sí me queda claro, da una serie de argumentos de por qué considera que los números celulares, porque toda la otra información sí la da, deben, digamos, reservarse o manejarse como confidenciales, que aquí hay una primera confusión, si son reservados son confidenciales, si son reservados quiere decir que al paso del tiempo se podrá dar a conocer. Lo cual, posiblemente puede ser una salida, dado que los funcionarios, pues quieren una temporalidad como tal y esta temporalidad en muchos de los casos o en todos casos es menor a la de la propia reserva, en ese sentido, pero que se tiene que motivar y fundamentar y hacer la prueba de daño más específica con el objeto de ser más contundentes en esta reserva o confidencialidad como vaya a ser el caso.

Desde mi punto de vista digo esto, porque creo que hay muchos elementos o hay elementos que pueden llevar a la posibilidad de que esta información no sea pública, o sea el número de teléfono, ¿y a qué me refiero? Me refiero a que obviamente lo que se trata el acceso a la información y la política de recisión de cuentas es que todos los ciudadanos y no ciudadanos, como lo sabemos, sino todas las personas puedan tener acceso al uso, utilización, resultados de los recursos públicos, ¿sí? En ese sentido, dado que como el nombre lo dice, son públicos, son aportados y los gobernantes o los ciudadanos están obligados a dar esa información.

Yo creo que ese objetivo se cumple cuando, digamos, se dice. Uno, el número de funcionarios con nombre y apellido y cargo que tiene esta prestación de un servicio celular o de un radio comunicador, que está pagado con recursos públicos, se dice el monto que se paga, digamos, mensualmente, en este caso son 1,500 pesos los que se están pagando, ¿sí? Ahí hay un informe de esa utilización, el ciudadano puede cuestionar si es bastante, es poco, si deben de tener, si sólo ellos o por qué no ellos, etcétera, que haya una información de una rendición de cuentas de un criterio de política pública, de asignación, de determinadas prestaciones para el mejor uso de sus funciones o desempeño, según se dice, de estos funcionarios públicos.

La otra cuestión, digamos, ya está, se dice el modelo, digamos, con el que tienen estos funcionarios públicos, ¿no? Y ahí tenemos que hay desde quien tiene Nextel, hay quien tiene iPhone 4, hay quien tiene iPhone 5, hay quien tiene, etcétera, etcétera.

¿Ya se acabaron los cinco minutos?

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Sí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No voy ni a la mitad. 

No, me espero a mi siguiente intervención.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- (Fuera de micrófono) Le damos doble vuelta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Sí? Bueno.

Bueno, decía, se dice el tipo de modelo, que esto también implica un costo, todo mundo sabe cuánto cuesta un Blackberry o tal, tal, o el paquete, etcétera, hay un uso, informe de un uso de un recurso, en ese sentido, que la ciudadanía podría cuestionar o no, etcétera, etcétera. Por ejemplo, hasta donde entendemos, cada funcionario trae un celular nada más pagado por recursos públicos, hay funcionarios que a veces traen más de un celular. O sea, estas cosas están a la discusión pública, a la vida pública y a las opiniones, al monitoreo de los ciudadanos.

Y también, digamos, se dice, obviamente la empresa, el modelo con los que tiene, digamos, uso. Creo que ahí se cumple con el asunto de rendición de cuentas, la pregunta no lo dice, pero si se preguntara el número de llamadas que se hacen mensualmente también se tendrían que entregar, pues hace 200 llamadas, será necesario que un funcionario haga 200 o hace 3 mil, yo de verdad no sé cuántas llamadas hago al mes, voy a checar, en ese sentido; hay un tope, eso sí ya está dado por el límite, digamos, el pago, pero a la mejor quiere, qué tal si un funcionario trae un teléfono de 1,500 pesos al mes y hace seis llamadas al mes, oye, pues qué desperdicio, ¿no? De recurso público también, a la mejor es un funcionario poco activo, ¿no? Telefónicamente, a la mejor, en ese sentido. No los números, eso sí está claro el criterio, porque ya implica un dato personal de porque uno puede hablar a privados o ese tipo de cosas.

Creo que ahí está el espíritu de la rendición de cuentas de esta prestación, yo lo comentaba y decía: “Bueno, pues obviamente el sueldo de los funcionarios públicos –me queda claro, es hasta información de oficio, es público- y se dice, cuánto, digamos, gana neto, mensual, qué prestaciones”, pero el número de cuenta donde le depositan, pues yo no creo que tenga que ser público y voy al argumento principal, ¿cuál es la utilidad pública que puede generar la información de tener un número de un funcionario público? Y aquí es donde yo puedo empezar a ver la diferencia, no porque unos sean más y otros sean menos, sino tenemos funcionarios públicos que unos cumplen determinada función y otros cumplen determinada función, ¿sí?

Y así como en las obligaciones de oficio tenemos que todos los funcionarios públicos tienen que publicar su fotografía, hemos hecho una excepción comprensible en términos de la propia ley de acceso de aquellos funcionarios que están involucrados con funciones de seguridad pública, pues que esta foto no pueda ser pública porque pueden poner en riesgo la propia vida, por ejemplo, conocer las escoltas de determinados funcionarios públicos, sus fotos, etcétera.

Bueno, este criterio, digamos, no se puede tratar igual a desiguales y un Secretario de Estado que tiene relaciones públicas porque hace obras públicas e implementa programas sociales, da servicios a la comunidad, un delegado, digamos, pues obviamente este tipo de cosas, puede estar mucho en contacto, muchos delegados han hecho sus propios números celulares públicos, hay un delegado que tuitea frecuentemente su número celular. Y bueno, ya termino porque creo que es, mejor iríamos a un seminario.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias.

Yo también, desde la última ocasión en que hemos tratado este asunto de la publicidad de los números de celular de los servidores públicos, pues he estado reflexionando y estoy en un momento de cambio, de transición, en donde creo que el criterio de este Pleno y de todos los órganos garantes del país debe de ser de reservar los números telefónicos, celulares de los servidores públicos.

Y lo digo por la siguiente razón:

Un poco más directamente, ya abundó de alguna forma el Comisionado Presidente sobre eso, pero lo que yo creo es que deberíamos de analizar cuál es la utilidad pública de que los ciudadanos conozcan el número de celular.

Sabemos que la transparencia es para la rendición de cuentas y creo que un punto importante ya está, lo reitero, es que se conozca el gasto, quiénes tienen teléfonos celulares, cuánto se gastan, cuántas llamadas hacen al mes, con qué compañía lo tienen contratado, etcétera. Creo que esa información sí es útil porque va al asunto de vigilar el ejercicio de los recursos públicos.

Pero el número celular creo que no tiene utilidad pública y creo que es más el riesgo que conlleva para los servidores públicos y para el cumplimiento de su misión que para el ciudadano; es decir, qué puede hacer el ciudadano al conocer el teléfono celular, el número de teléfono celular, hablarle, nada más, es estrictamente lo único que puede hacer al conocer el teléfono celular y nosotros ahí no estamos cuartando la libertad de comunicación, ni mucho menos, por supuesto, el derecho de audiencia del ciudadano con los servidores públicos, cada dependencia pública tiene las instancias necesarias para atender todos y cada uno de los trámites de acuerdo a las necesidades de los particulares y en ese sentido la comunicación no está cuartada, hay un derecho de audiencia garantizado constitucionalmente y hay un número oficial de todos los servidores públicos, incluyendo los titulares, que está publicado en las páginas de internet de todos los entes públicos, es información pública de oficio, cualquier ciudadano puede hablar.

Obviamente si nosotros pensamos en el cumplimiento de la misión de los servidores públicos, porque debemos de pensar que la motivación de que ciertos servidores públicos tengan un teléfono celular, es precisamente para apoyarlos en una mayor eficiencia, en que estén adecuadamente comunicados y en que esto sea una contribución a la garantía y al apoyo al cumplimiento de las funciones de los servidores públicos, para eso se les da celular, no se les da celular a los servidores públicos de ciertos niveles nada más porque sí, se les da, digamos, por el nivel de responsabilidades y porque es imprescindible mantener la comunicación con ellos.

También quisiera hacerle alusión, ya para terminar, al Artículo 17 de, 37 de nuestra ley, pues que habla sobre la información que puede ser reservada y que no está, digamos, de manera textual, directa, segunda también, ¿no? Primera y segunda…

Bueno, voy a concluir, voy a concluir rápidamente.

Hay tres fracciones, la segunda dice: “Que será reservada la información cuando su divulgación ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones reservadas”. No es de manera directa, de verdad que los que voy a leer y lo reconozco, son polémicos las fracciones, pero creo que sí se puede poner en riesgo la seguridad de las personas cuando se tiene acceso directo a su celular, porque con su celular, digamos, le pueden llegar amenazas, intimidaciones o chantajes u ofertas de corrupción, conocemos muchos casos de esos, de políticos que han utilizado los celulares para algunos de esos efectos, pero no es el caso, estoy hablando, digamos, del asunto de la seguridad.

La fracción III: “Cuando su divulgación impida las actividades de verificación sobre el cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de justicia y la recaudación de las contribuciones”. Entonces, estamos hablando de aspecto fiscal económico y estamos hablando también del cumplimiento de las leyes en general y sabemos que todos los servidores públicos de alto nivel, bueno, todos estamos obligados al cumplimiento de las leyes, pero los titulares de los entes públicos, en particular muchas veces tienen a su cargo la garantía o el cumplimiento de alguna ley, ¿no?

Entonces, esto también puede afectar, digamos, ¿no? El cumplimiento.

Y finalmente, la 12 dice: “Lo que pueda generar una ventaja personal indebida en perjuicio de un tercero o de los entes obligados”. Esto es si alguien chantajea, amenaza a un servidor público para que les dé un contrato, para que no siga un juicio, para que tome determinada decisión sobre algún problema, pues esto le va a generar una ventaja indebida, ¿no?

Digo, es un asunto, que como ya lo anunció el Comisionado Presidente, estamos poniendo en la mesa, debemos rediscutir, pero en principio yo me he inclinado, ¿no? Y así manifiesto mi posición, de que esa información debe ser reservada para todos los entes, por cierto, no únicamente para un caso que estamos tratando de lo contencioso administrativo y podrá decirse nada más para los que son jueces, ¿no? Pero yo diría que es para todos, porque todos los servidores públicos, incluyendo, digamos, los delegados políticos pueden sufrir chantajes, amenazas y literalmente la motivación de que el celular sea para ayudarlos a eficientar sus acciones, los puede obstaculizar en la medida en que si les están llame, llame, llame, es probable, existe el riesgo que no reciban una llamada que puede ser vital para sus funciones públicas o incluso para la seguridad o para la vida de ciertas personas.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Yo estaría con el sentido del proyecto, para mí no queda ninguna duda de que el número de celular, además de la otra información deber ser pública, al ser finalmente algo que se paga con recursos públicos, algo que ya ha ocurrido; yo no veo por qué dar en esta ocasión un paso y además un paso muy grande hacia atrás, que yo creo que va a abrir la breca para ya empezar a retroceder en materia de transparencia de publicidad de la información en muchos ámbitos que se ha logrado y que además el DF, por cierto, ha sido punta de lanza en muchos casos para el resto del país y también a nivel internacional, inclusive, yo no veo qué podría justificar dar este paso, este gran retroceso en la apertura de la información respecto de todos los beneficios que obtienen los funcionarios públicos, sobre todo la alta burocracia, como ha dicho en algún momento uno de nuestros compañeros comisionados, se refiere a la burocracia dorada que estamos generando, ¿no? Y éstos son el tipo de controles que se le puede dar, precisamente para estar cuidando, conteniendo el desarrollo de una burocracia dorada, ¿no? Respecto de los celulares que usan, las prestaciones que tienen e ir a fondo en la información que se le da.

Tampoco estoy de acuerdo con el argumento que aquí ya han expresado mis dos compañeros comisionados respecto de la utilidad, porque parecería que estamos cambiando el principio de máxima publicidad por el principio de máxima utilidad, si no te es útil la información a todo mundo para qué la quieres y de ahí derivamos en otra cosa peor todavía, justifícame para qué quieres esa información.

No, yo no consentiría de ninguna manera que empezáramos a abrir esa ruta, en la cual la persona tenga que demostrarnos o tenga que justiciar para qué quiere esa información, ¿qué utilidad le va a dar? Pues la que él quiera, yo podría suponer cuál es la utilidad de esta persona que está solicitando esta información, pero para qué la quiere, bueno, pues allá es, ella esa persona, ese es un gran avance también en esto de derecho.

Ahora, hacemos reservada esta información por el argumento de las amenazas a la seguridad de la persona, del servidor público, pero recordemos que precisamente quien le entra al servicio público ya de suyo, por esta decisión, nadie lo obliga a uno a ser servidor público, renuncia respecto del resto de la población a ciertas condiciones; es decir, entre ellas la de la invasión o no a la vida privada, en fin, todo eso, ahí el servidor público sí la ve más restringido, ¿no? En sus derechos la vida privada, ¿no? La cuestión de datos personales respecto a un ciudadano común que tiene sus actividades en el ámbito privado, ¿no?

Y esta cuestión de la amenaza, bien, si se viera la situación de una amenaza a la persona, al servidor público, pues denuncia, hace la denuncia, porque de lo contrario, si aceptamos válido ese argumento, tendríamos ya que empezar a cuestionar si debemos también cerrar la información respecto de la ubicación de la oficina donde despacha, porque ahí sí, ahí no solamente lo localizan, ahí sí tiene contacto ya directo, físico con él y ahí lo pueden atentar contra su vida o contra su integridad.

O también reservar ya el número de extensión de su teléfono fijo, el número de conmutador, por supuesto, la fotografía por el que: “Ah, mira, ahí va esa persona”, ¿no? Entonces, empezaríamos ya con el retroceso para ser congruentes con este argumento de la seguridad de los funcionarios públicos.

Yo creo que no es correcto, además -y con esto termino- es que esta solicitud de información, lo sabemos bien aquí, se ha presentado a un gran número de entes públicos y lo han dado los titulares, lo han dado, el número de celular y yo no veo por qué entonces sí hacer esta distinción, en este caso, conceder eso y entonces estar presente para que -como dije al principio- vayamos en un grave retroceso respecto del ejercicio de derecho a la información, particularmente para lo que tiene que ver con las prestaciones de los servidores públicos en la capital.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Los estados de excepción se convierten a veces en procesos de justificación de muchas cosas, a veces resultan malas las comparaciones, pero en el Estado de Chihuahua, toda la información relacionada con cuestiones de seguridad no se da y me parece que eso no ayuda a cuestiones de incentivar procesos de seguridad, sino al contrario.

Yo me acuerdo de una solicitud de información en el Estado de Chihuahua donde se pedía, precisamente, que la Procuraduría entregara las estadísticas que nosotros abrimos, en términos de cuántos homicidios se habían dado, esas cosas y la Procuraduría había dicho que no las tenía.

Y entonces eso me parece que se convierte en un elemento que no abona, precisamente, para la seguridad y que los estados de excepción por cuestiones de seguridad se convierten, precisamente, en un mecanismo, precisamente, que abona para que no haya transparencia, para que no haya un mecanismo de acceso a la información y para que no haya un proceso de rendición de cuentas.

Me parece que en los estados de excepción lo que se necesita, es precisamente abrir la información, no estamos, por fortuna, en la Ciudad de México en un estado de excepción, no hay, por fortuna, ningún caso en donde más allá, seguramente de lo cotidiano se le amenace a un servidor público, se le levante en el argot criminalístico o se le encajuele, afortunadamente.

Y me parece que el asunto de abrir la información y dar, precisamente elementos para que la gente sepa cómo está ejercido el gasto, abona en la tranquilidad y abona, precisamente, en que los estados de excepción no se conviertan en estados que justifiquen cualquier signo de autoritarismo.

En el caso que estamos resolviendo, me parece que es cierto, habría que, yo agradezco mucho, además, lo platicamos con el maestro, que lo pudiéramos discutir porque es un tema, me parece, fundamental, pongo otro ejemplo que puede no tener relación pero lo tiene, el tema de los programas sociales, en el tema de los programas sociales lo que hay que hacer en rendición de cuentas es cómo se ejerce, precisamente, el presupuesto y cómo se ejercen el asunto de los recursos. Y lo que se ha optado en la ciudad por un asunto, digamos, de sospechosismo empedernido es el tema de dar, no solamente cómo se ejercen los recursos, sino hasta los nombres de las personas incluidas en los programas sociales, digamos, desde una posición personal, yo digo, si alguien está en un programa social es porque de alguna manera está vulnerado o tiene un estado de vulneración en la ciudad y sin embargo, al ser público porque recibe recursos, digo, ¿no? Que se le dan, lo estamos de repente vulnerando más.

Y en este caso, me parece que es cierto, el ente no hace una prueba de daño eficiente, o sea, me permito leerle una de las cosas que se plantean, dicen que la función principal, ¿no? Es la de proporcionar el servidor público un medio de comunicación eficaz e inmediato que le permita a la toma de decisiones relacionados con el correcto desempeño de su labor. Es decir, se trata de una herramienta que coadyuva en sus labores pero que trasciende a la esfera de su vida privada.

Y me parece que ese argumento no va, porque el asunto de los teléfonos públicos están vinculados precisamente con la función que realizan, es una herramienta de trabajo y por lo tanto, me parece que es un elemento fundamental que no, tampoco como lo dicen en la toma de daño, que masivamente se conozca porque nosotros tampoco vamos a ordenar que se publicite por todos los medios posibles el teléfono de magistrados y juez, no estamos pidiendo eso; estamos pidiendo, exacto, pero estamos pidiendo que quien lo pueda solicitar y quien pueda tener acceso al teléfono público, al teléfono celular lo pueda tener y que me parece que eso abona en términos de tranquilidad, en términos de transparencia, en términos de saber, precisamente, que los estados de excepción no se convierten por ninguna causa en mecanismos que hagan retroceder cualquier mecanismo democrático.

Y me parece que es cierto lo que dice el maestro, la rendición de cuentas está dada en términos de que dan el número, el modelo, el programa, el plan, etcétera, es cierto, ¿pero a eso qué le falta para que se dé el número? Absolutamente nada, o sea, yo coincido con el Comisionado Torres Rogelio de que finalmente el ejercicio del derecho no puede tener una serie de mecanismos que lo obstaculicen, como el asunto de la utilidad, a la mejor no hay un asunto de trascendencia en la utilidad, yo espero que no, porque finalmente pues es un mecanismo y es un número que todo mundo puede acceder y que eso permita, básicamente, pues más bien construir y fortalecer, pues un régimen, digamos, de lo que alegóricamente todo mundo llama transparencia.

Entiendo, evidentemente la preocupación que nos ha puesto el maestro en el asunto de la mesa, lo entiendo y me parece que vale la pena hacer una reflexión y creo que en algún momento tendremos que avanzar a hacer estos matices contundentes en algunas cosas. En este momento, yo creo que no podemos decir, algunos funcionarios por la función que desempeñan sí y otros no, porque estaríamos haciendo una tipología absolutamente rara y hasta discriminatoria, ¿no?

Entonces, creo que sí necesitamos abonar a que haya confianza y seguridad, afortunadamente tenemos una ciudad, digamos, bastante segura y creo que podemos no ir en un argumento en donde metamos cuestiones de excepción para no generar un derecho al acceso contundente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Luis Fernando Sánchez.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Luis Fernando Sánchez Nava, el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, señor abogado si nos hace favor de tomar la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, al otro no lo conocía yo.
Miren, nosotros tuvimos, algunos comisionados de los que estamos aquí sentados tuvimos una reunión con los señores magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para ver, entre otros temas, éste y éste salió de parte de ellos, prácticamente la inquietud que tenían por el tema del número de los celulares.

Y uno de los argumentos que ellos establecieron era el tema de la seguridad y dieron algunos casos, pues concretos.
Nosotros lo que comentamos es que lo íbamos a analizar, o sea, no es un hecho aislado, no es algo que nosotros estemos pensando; de hecho está en la respuesta del propio ente, que es por cuestiones de seguridad, lo que sí faltó en la respuesta fue lo que comentaba el Comisionado Mucio, es fundamentar y motivar la prueba de daño que está establecida en la ley, creo que está, no existe la debida fundamentación, ni la debida motivación en el presente caso. 

Entonces, yo creo que faltaron mayores aportes que nos pudieran dar con mayor facilidad tomar una decisión más sustentable; sin embargo, también el hecho de que nosotros hayamos acudido y hayamos escuchado los argumentos, tampoco los podemos dejar a un lado, y es el tema en específico de jueces y magistrados y que seguramente vamos a ver próximamente si es que hay una recurrencia por parte del, también de los jueces y magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal que al momento –hasta donde entiendo- no ha habido un recurso de revisión al respecto, pero seguramente tenemos que ser congruentes con la resolución que emitamos el día de hoy con la que emitamos el día de mañana y veremos qué, qué argumentan los magistrados del Tribunal Superior de Justicia

Por ello, yo creo que para mí, para un servidor sí es importante atenderlos, las solicitudes que hacen los magistrados por el tema de la seguridad, magistradas, ellos lo manifestaron, no es algo que yo esté señalando o inventando, ellos lo manifiestan y en ese sentido yo creo que tendríamos que entrar a una decisión que de alguna manera proteja el número de celular de los magistrados; sin embargo, no tenemos toda la información que sustente esa resolución. 

Entonces, ahí la propuesta sería, una propuesta intermedia, no sé si, habrá que pensarla bien a manera de que garantice la seguridad y si no nos convence, pues entonces, en el tema del cumplimiento de la resolución, el cumplimiento de la resolución, pues se entrega la información.

Si los magistrados no, para nosotros no nos convence y argumentan debidamente la prueba de daño; entonces, pues que se entregue la información a los solicitantes.

De otra manera, si está bien argumentada, bien fundamentada y motivada; entonces, pues que esa información quede reservada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En tercera vuelta Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, me uno a la propuesta que acaba de hacer Luis Fernando Sánchez, era la propuesta que yo también estaba perfilando, digamos, por eso iba por modificar, no estoy confirmando, era la propuesta igual que el recurso de modifica, pero en otro sentido.

Tres argumentos, para que no se nos vaya mucho el tiempo, porque si no. Uno, la diferenciación entre funcionarios, yo quiero que quede claro esta cuestión, no estamos diferenciando, ni haciendo más ni menos, lo hacemos -lo acabo de repetir- en términos de la fotografía; hay funciones distintas, ¿sí? (…) las funciones de un juez o un magistrado son distintas de un servidor público, los servidores públicos no metemos a la cárcel a las personas, ¿sí? Un servidor público como diría alguien: “Mi problema es que me metan a mí”, o sea yo estoy más expuesto a meter que…, o sea, en ese sentido; o sea, ellos juzgan, son jueces, juzgan a las personas y en todo, en la mayoría de los casos, hay alguien que sale culpable, un juez penal, etcétera, los jueces de extinción de dominio, etcétera, etcétera. 

Entonces, hay una función distinta, no es que estemos diferenciando, y hay quien da un servicio público, yo decía este delegado y que bien que lo hace, porque el delegado está en contacto con su comunidad, “Oye, sabes qué, que no pasó el camión de la basura”, “Oye, sabes qué, que aquí está el drenaje abierto” y están dando respuesta por redes sociales, por teléfono, esa es una cuestión fundamental, pero un juez no tiene esa función.

Entonces, esa es digamos, la otra cuestión, la privacidad, los teléfonos de oficina y ahí hay un canal y hay un trámite y hay formas de poder sacar (…)  públicos, tiene un horario de oficina, tiene un teléfono –como ya lo dijo el Comisionado Mondragón- que es público por oficio, se conoce. 

¿Dónde está la privacidad? El teléfono celular, lo traemos las 24 horas y los siete días de la semana, hablan sábados y domingos, ¿sí? Y ahí sí se están metiendo con tu privacidad, ¿sí? Tú a la mejor no, pero el director, digamos, el juez tal o tal, tal, tiene que estar eventual a cualquier emergencia, ¿sí? Para eso dieron el teléfono celular, es una de sus funciones, para poder responder en cualquier momento a cualquier emergencia, ¿sí?

Entonces, en ese sentido creo que sí son estas cuestiones que hoy tenemos, que hoy tiene una función pública, pero también tienen que ver con la privacidad de las gentes, ¿sí? Digamos y que le estén llamando a las cuatro de la madrugada a alguien y entonces, lo que va a hacer es apagar su teléfono en dado momento. Creo que ese es otro argumento que debe, digamos, estar presente en esta cuestión.

Y la otra cuestión, nunca, pero nunca y lo digo claramente creo que debemos pedir al ciudadano que nos diga para qué quiere la información o para qué le va a servir, nadie ha dicho esto en esta mesa.

Lo que estamos diciendo es que le pidamos al sujeto obligado, al sujeto obligado no al ciudadano o a la persona que haga la prueba de daño en términos y para eso existe la prueba de daño en nuestra ley que nos compruebe porque sólo tiene algunos elementos muy sueltos que hay que amarrarlos más, y más si son jueces y magistrados para hacer una prueba de daño donde realmente nos compruebe, jurídicamente, porque es más perjudical, perjudicial, perdón, perjudical, perjudicial a hacer público esta información que mantenerla confidencial o reservada y eso es, por eso estamos modificando para que haga esos efectos, nunca estamos pidiendo al ciudadano que tal, eso nunca, digamos, no estamos retrocediendo en ese sentido, espero que eso no se mencione en la…, estamos viendo una cosa específica de un número telefónico.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo creo que en todos los ámbitos de la vida y pues también del servicio público y sobre todo también en los órganos garantes, las circunstancias van cambiando y no es muy escaso que órganos garantes, órganos colegiados reconsideren algunas circunstancias y cambien el criterio.

Creo que de eso, sobre todo los que son abogados, pueden dar muchos ejemplos, ¿no? De cómo ha habido reconsideraciones y esas reconsideraciones, yo diría, pues no las podemos calificar de retrocesos, cuando hay una reconsideración, si fuera el caso, con suficiente racionalidad, bien fundada y motivada, esto no sería de ninguna manera un retroceso, si no antes al contrario un avance; es decir, no toda reconsideración puede ser un retroceso, habría que ver, ¿no? Por eso estamos diciendo que es una circunstancia, pues a trabajar a analizar, a estudiar y a ver qué se puede hacer.

Porque las tres fracciones a las que ya eludí del Artículo 37 que es la II, la III y la XII donde se dice cuáles son los casos en que la información puede ser reservada, no son contundentes en términos literales para abogar por una, pero tampoco por la otra y precisamente por eso, pues es la labor de este órgano colegiado, cuando hay interpretaciones, que es el caso, ¿no? Por eso precisamente estamos aquí para expresar nuestros diferentes puntos de vista, si fuera contundente y no hubiera interpretaciones, bueno, pues no estaríamos en ese tenor, si no ya hubiéramos tomado una decisión muy rigurosa y muy contundentemente, ¿no?

Entonces, en ese sentido, yo también creo que respecto a lo que decía el Comisionado Presidente de que, en el caso de los jueces, yo ahí sí quiero dejar muy claro, que yo sí difiero, para mí es todos los servidores públicos, porque todos los servidores públicos realizan actos, realizan tomas de decisiones y la afectación de un sábado o en domingo, si hablamos del asunto de la vida privada, pues es igual para todos, aunque sean jueces o no sean jueces y si pueden ser amenazados, chantajeados o si al conocerse su número pueden ser escaneados de la mejor manera.

Sabemos que hay intervenciones de teléfonos, ¿no? Y estas intervenciones de teléfonos se facilitan cuando los que tienen la tecnología a su disposición conocen el número, si estamos hablando de grandes rollos de espionaje a nivel nacional o internacional, pues la verdad es que es inútil ocultar el número celular, se da de cualquier forma, ¿no? Pero en caso de que no hablemos de esos grandes espionajes, sino nada más de mafias, grupos delincuenciales que al tener el número satisfaciente del escáner, ahí es donde se atenta contra la seguridad de las personas y se facilita, digamos, el chantaje y otro tipo de cuestiones que es lo que estamos aquí, que es mi opinión, fundamentalmente ése es mi punto de argumento.

Y también el otro lado, el lado del ciudadano, yo insisto, no se le cuarta ninguna libertad al ciudadano, porque conoce la rendición de cuentas y tiene números, números a su servicio para poder hablar y a hacer todos los tramites y servicios y pedir toda la información que quiera y tener contacto con los funcionarios que requiera, en todo momento.

Entonces, no hay cuarteamiento y no sé, tal vez sea, no esté fuera, no esté tan dentro de lugar, pero pues habría que ver también el objetivo, o sea, cuál es el objetivo, insisto, que los funcionarios públicos tengan un celular para facilitarle su trabajo.

Entonces, si este objetivo se ve perjudicado por el conocimiento de que los ciudadanos tengan el teléfono y le estén hablando, imaginemos a una emergencia en cualquier caso de cualquier secretario de seguridad pública, están haciendo, están matando a un policía en este momento en algún lugar y el funcionario público necesita tomar decisiones y comunicarse por teléfono para dar instrucciones para evitar ese tipo de circunstancias, pues simplemente no va a poder comunicarse porque en ese momento alguien le va a estar hablando, tal vez con la suficiente legitimidad y derecho, pero no va a cumplir su objetivo ese teléfono celular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo no dije, maestro Guerra, que usted haya dicho o alguien haya dicho que, ¿perdón?

C. OSCAR GUERRA FORD.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo no dije que usted haya dicho o alguien más haya dicho aquí que finalmente ahora deberá justificarse el motivo de solicitar determinada información, el sentido de lo que yo dije maestro Guerra es que, y yo sostengo, que este cambio que ustedes están planteando, cambio que ustedes mismos ya han manifestado de su criterio y de su posición es que esto va a abrir entonces la posibilidad, pues a que haya retroceso mayor y sostengo que es un grave retroceso y entre otras cosas, pues al ratito vamos a terminar con que la gente tiene que justificar para qué quiere esa información, por eso dije, que ahora va a ser en lugar del principio de máxima publicidad, el principio de máxima utilidad.

Ahora, si el problema por lo que han dicho mis compañeros es la seguridad personal del funcionario público, ése es el argumento; entonces, el funcionario público tiene la posibilidad entonces, de no hacer uso de esa prestación, ¿no? O sea, si es una prestación, no es una obligación finalmente, que lo utilice, si le es útil, ¿no? Lo puede utilizar, perfecto, llevarlo, en fin; si no le es útil, lo puede regresar, lo puede ocupar, lo podría no ocupar, perdón, ¿no? Finalmente, no es una obligación para el ejercicio de sus funciones, el gobierno ha funcionado por años, décadas, ¿no? Sin que existiera; la vida, incluso, era como más tranquila sin los celulares, por cierto, ¿no?

Entonces, esto realmente es una comodidad, la verdad es una comodidad, perdonen que se los diga así, si necesita ser localizado en sábado o domingo, vacaciones, a deshoras, pues en la madrugada, hay otras formas de localizarlo, como siempre ha ocurrido, como seguramente tienen el teléfono de sus domicilios particulares, quien deba tenerlo, ¿no? Así debe de ser, ustedes mismos tienen acceso al mío, por ejemplo, yo tengo el de alguno de ustedes y bueno, finalmente, no cualquier persona va a tener esa información.

Amenazas, chantajes, ese tipo de cuestiones que también se plantean, bueno también en el correo electrónico institucional, ahí está el ejemplo, pues del propio Presidente de la República, el ex presidente ahora que revela, ¿no? Que en su momento sí recibió varias amenazas por correo y si las hay, pues ahí hay mecanismos también, se supone que vivimos en un estado de derecho, ¿no? Hay que denunciar esas cosas también, pero sobre todo insisto, es una prestación el teléfono celular, es una comodidad y además es pagada con recursos públicos, por Dios, hay que acotar ese tipo de cosas y la mejor forma de acotar ese tipo de comodidades o de generar burocracias y de generar abusos también en los servidores públicos es precisamente transparentando todo, todo lo que hacen, todo lo que tienen como parte de sus herramientas de trabajo para cumplir con sus funciones.

Luego, no es ya -y con esto concluyo- no es el momento para que el ente, ¿no? Presente la prueba de daño, hubo una solicitud de respuesta, tuvo su tiempo para responder, lo hizo, de hecho el propio proyecto recoge que lo hizo de manera incorrecta, porque al darle ahorita una posibilidad de presentar prueba de daño, perdón, le estamos dando un privilegio que no tiene por qué, para que ahorita justifique, bien, bien, bien nos justifique, casi, casi, nos de los elementos para ayudarle, yo nada más quiero saber.

Pues entonces, qué se trató en esa reunión a la que fueron, yo no fui a esa reunión con los magistrados, tuve otro compromiso, pero por lo que nos han informado, bueno sí, que nos digan que es un problema de inseguridad, pues está bien, pues es parte de la argumentación que ellos pueden dar en su momento, pero el momento para dar la prueba de daño, ya pasó, por eso estamos ahorita en el Pleno, finalmente, para definir un proyecto que se nos presenta y sobre el cual, yo insisto, que es correcto y que hay que dar esta información.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Para aclaración Comisionado Presidente 
C. OSCAR GUERRA FORD.- No, una disculpa, no se refirió específicamente a mí o con mi nombre, pero si uno hace una alusión, digamos, es que si esto se aprueba así entonces, esto nos va a llevar a esto, entonces, en ese sentido, pero bueno, dejémoslo, dejémoslo ahí, no es directa, pero si, digamos, uno, si A es igual a B y B es igual a C, A es igual a C.

Pero bueno, en ese sentido, no quiero caer, digamos, en una discusión mayor, no es la intención.

La otra cuestión, simplemente y termino, muchas veces hemos modificado o hemos revocado para efectos, muchísimas veces, muchísimas veces.

¿Abriríamos una cuarta vuelta?

Aquellos que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

Comisionado Alejandro Torres, está usted en el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es que yo no quiero que quede la idea de que como lo manifestó usted y podemos remitirnos a la grabación o a la versión estenográfica que yo le estuve señalando y que usted dijera que aquí se señala que la gente va a tener que justificar para qué quiere la información, es que yo no dije eso, por eso sí quiero que quede claro, o sea, no me atribuyan a mí una cuestión de, o una afirmación que yo nunca hice, ¿no?

Entonces, por eso sí me interesa, así como a usted le interesa dejar claro ese punto de vista, a mí también me interesa dejar claro que yo no hice tal afirmación, esa es una interpretación de usted.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a someter a votación, hay dos propuestas que son muy claras para la votación. Una, que es la de modificar, tal como viene en el recurso que esa es la que voy a someter a votación primero como es usual y la siguiente que también es modificar, pero modificar para efectos con el objeto de pedirle al ente público haga la prueba de daño correspondiente donde, digamos, para la reserva o cómo se da, de esta información, de no ser el caso, pues se entregue dichos números.

Entonces, lo voy a votar en lo general, porque tenemos que votarlo por  el sentido es el mismo y después iría a lo particular que es donde está la médula del asunto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, ya sé que estamos de acuerdo en que sea modificar, pero sí hay diferencias porque vamos, o sea, sí hay diferencias, yo si le pido más bien que vote el sentido del proyecto y el sentido de la modificación que se plantea, ¿por qué? Porque además, creo que se tiene que enunciar perfectamente el sentido de la modificación que se plantea en prueba de daño, porque digamos, no está en el proyecto, se tendría que rehacer, se tendría que ver en cómo vienen los términos y ver qué se va a hacer.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Totalmente de acuerdo Comisionado, así lo voy a someter a votación. Así lo estaba planteando, hay veces que lo hemos hecho, pero este caso creo que no se presta, al contrario permite definir claramente este tipo de cuestiones hasta para la  próxima engrose del recurso, como usted bien lo dice.

Entonces, vamos antes de ir de votación, están pidiendo hagamos un receso de cinco minutos, señores comisionados y regresaríamos a la votación del recurso, ¿sí? Muchas gracias.

RECESO

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, señores comisionados, estábamos en votación del Recurso el 097, perdón, qué, ah, no es 978, 978, voy a someter a votación, hay dos propuestas. Una, que es modificar para que se entreguen los números celulares tal como viene en el recurso, que es la primera que voy a someter a votación; la segunda, el que vamos a votar de forma separada es la de modificar también, pero para que funde y motive la clasificación de la información de los números celulares de las personas que lo tienen, en este caso, puros magistrados, en base al Artículo 37, fracción II.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar para que se entreguen los números tal como viene en el proyecto, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que se modifique para que funde, motive y haga los (…) de la prueba de daño en base al 37, fracción II, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este Recurso RR.SIP.0978/2013 es la siguiente:

La propuesta de que se hagan públicos los números de teléfono celular, tal cual viene en el proyecto, dos votos de los comisionados Alejandro Torres Rogelio, Mucio Israel Hernández.

La propuesta de que sea modificar la respuesta del ente con la finalidad de ordenar de que funde y motive la clasificación respecto a los teléfonos celulares, el número de los teléfonos celulares fortaleciendo mayor la argumentación respecto a la prueba de daño, en esos términos se estaría votando y se estarían haciendo los ajustes correspondientes en el engrose para sustentar esta instrucción. (ST: Los nombres de los Comisionados que emitieron su voto por está propuesta, se podrá ver en la página 44)

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Y solicitaría también a la Secretaría Técnica que en su momento, para el engrose incorpore mi voto disidente, respecto de esto, mi voto particular, por favor que le haré llegar oportunamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, se incorporarían en el recurso, aparte del engrose que hará la Secretaría Técnica para el cómo se ha definido el recurso, los votos particulares del Comisionado Alejandro Torres y del Comisionado Mucio Israel para que sean incorporados en el mismo recurso de revisión, en la misma resolución. 
De no haber más señores comisionados, pasaríamos al siguiente recurso de revisión que es el 982 Procuraduría Social del Distrito Federal, le pediría a la Directora, nos haga la exposición del mismo. 
C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría Social del Distrito Federal, expediente RR.SIP.0982 de 2013.

Se solicitó versión pública de la cédula profesional de un servidor público del área de audiencias de la Procuraduría Social.

El ente obligado respondió que dicha información no podía ser proporcionada porque se consideraba como confidencial, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 38, fracción I de Ia ley de la materia.

El recurrente se inconformó porque se negó la versión pública de la cédula profesional sin fundamentación y motivación y sin reunión del Comité de Transparencia del ente.

Ahora bien, del estudio realizado se determinó que si bien la cédula profesional contiene datos personales considerados como confidenciales, la finalidad de dicha identificación en el presente caso, es acreditar que el servidor público que lo ostente guarda una calidad profesional determinada, por lo que resultaba procedente su entrega en los términos de lo requerido; es decir en versión pública.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita una nueva en la que concede el acceso en versión pública de la cédula profesional solicitada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración. Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El proyecto de resolución es modificar; sin embargo, someto a su consideración de este Pleno que el sentido sea revocar la respuesta impugnada y ordenar a la Procuraduría Social emitir una nueva respuesta que sí esté debidamente fundada y motivada siguiendo en todo momento lo dispuesto por los artículos 50 y 61 de la Ley de Transparencia.

A mayor, abundamiento el Artículo 6°, fracción IX de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal señala que para que un acto sea válido debe expedirse de conformidad con el procedimiento que establece en los ordenamientos aplicables, situación que no sucedió en el presente caso, ya que no cumplió con el procedimiento del Artículo 50 y 61 de la ley de la materia, por lo tanto el acto es inválido y no subsiste nada.

Lo anterior de acuerdo con las siguientes consideraciones:

El ente obligado no entregó la información solicitada por el particular, leo la respuesta textual: “Dicha información no le puede ser proporcionada ya que se considera como información confidencial”; entonces, la respuesta del ente no subsiste porque no entregó nada, lo que hizo fue manifestar una negativa de entregar la cédula profesional en versión pública. 

El estudio que se realiza en el proyecto es correcto ya que efectivamente la cédula profesional contiene datos personales; sin embargo, la finalidad de dicha identificación es acreditar que el servidor público que la ostenta guarda una calidad profesional determinada, por lo que resulta procedente su entrega en los términos requeridos por el particular; es decir, en versión pública.

Es importante recordar que cuando se revoca la respuesta del ente, estamos expresando como órgano garante del derecho de acceso a la información que la actuación del ente fue errónea y que las respuestas que se emiten deben ser apegadas a la ley y estar debidamente fundadas y motivadas, situación que no ocurrió en este caso.

Por lo que la propuesta es revocar la respuesta del ente para que entregue la versión pública de la cédula profesional del interés del particular y realice el procedimiento establecido en la Ley de Transparencia.

Asimismo, es importante que se incorpore o aclare en el proyecto que se debe someter al Comité de Transparencia ya que en la página 15 del proyecto se menciona que podría ser necesario el someterla a consideración del Comité de Transparencia del ente obligado, situación que es obligatoria para el ente, como lo establece el Artículo 25 del Reglamente de la ley de la materia que señala que el acuerdo del Comité de Transparencia será enviado a la OIP para incluirlo en la respuesta al solicitante.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Perdón, nada más para, al parecer no mencioné los nombres de los tres comisionados que se votaron.

Entonces la propuesta de modificación con la finalidad de ordenar al ente público que funde y motive la clasificación, fueron de los tres comisionados Oscar Guerra, David Mondragón y Luis Fernando Sánchez.

Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo podría estar de acuerdo con la propuesta que hace el Comisionado Luis Fernando Sánchez, creo que son asuntos de matiz, dado que, entiendo que el proyecto dice, bueno, lo declaró confidencial, en el análisis que hacemos, parte de la cédula sí tiene información confidencial y lo pasaron hasta el Comité, etcétera y la declararon toda, ahí no estamos de acuerdo, dice, a ver espérate, esta partesita no, esta partesita sí; entonces, diciendo que se modifica porque bueno, hay una partesita que sí es confidencial, pero dado que la…

INTERVENCIÓN.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, sí lo pasó por Comité, ¿no?

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es el tema, si no hubiera pasado, si hubiera pasado por Comité de Transparencia entonces sí, pero como no pasó, el acto es inválido y entonces, no se sostiene nada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, con mucho más razón estaría de acuerdo yo con la respuesta de Luis Fernando Sánchez, al no pasarlo, pues entonces, fue confidencial nada más porque yo lo digo, ¿no? Que en parte tenía razón, o sea, pero hay un procedimiento establecido, no así, ¿no? Porque hay formas como dirían en la vida. Entonces, yo iría también por revocar.

No sé si hay alguien más sobre el asunto, si no creo que todos estamos de acuerdo en que sea revocar, por lo que estoy viendo.

Entonces, pasaría a la votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 982 Procuraduría Social del Distrito Federal, el sentido sea revocar dado que no se hizo la clasificación de confidencial por el Comité de Transparencia, entonces, se pediría que se hiciera la versión pública de la misma, obviamente, vía el Artículo 50, los que estén de acuerdo, y 61.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0982 en que el sentido es revocar la respuesta del ente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 1023, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Partido de la Revolución Democrática del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1023 de 2013.

Se formularon cinco requerimientos relativos al parque vehicular del ente obligado.

El ente obligado respondió que toda vez que el Instituto Electoral del Distrito Federal se encontraba practicando una auditoría al partido, estaba parcialmente imposibilitado para proporcionar lo solicitado.

El recurrente se inconformó porque solicitó información relacionada con el parque vehicular del ente obligado, sin que este le hiciera entrega de la misma transgrediendo así lo establecido en los artículos 77 de la Ley de Transparencia y 6° Constitucional.

Ahora bien, del estudio realizado se determinó que el partido político incumplió con el procedimiento establecido en los artículos 42 y 50 de la ley de la materia para determinar como información reservada lo solicitado por el particular, motivo por el que el agravio hecho valer resultó fundado.

Por otro lado al analizar la naturaleza de la información requerida y del estudio del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, se advirtió que el ente cuenta con la obligación de tener un inventario detallado de sus bienes muebles e inmuebles por lo que se encuentra en plena capacidad legal para responder el requerimiento de información.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente es para precisar la orden debido a que del estudio realizado en el proyecto no se desprende que el ente tenga la obligación de detentar la información del interés del particular con el nivel de desagregación requerido.

Entonces, por lo tanto sugerimos ajustar la instrucción en los siguientes términos:

Realice una búsqueda exhaustiva de la información requerida por el particular, en caso de localizarla con el nivel de desagregación del interés del ahora recurrente la entregue en el medio elegido. En caso contrario, realice las aclaraciones a que haya lugar.

Lo anterior, pues a efecto de no tener resoluciones que al rato no se puedan solventar.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo traía una de forma, porque luego, me dicen, mejor ésas déjalas de forma, pero coincido, decía, “desglosar la orden en cada uno de los puntos”, ya que la instrucción remite a la solicitud, ¿no? Con el objeto de hacer más, ya la había guardado, pero estamos totalmente de acuerdo.

Bueno, voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1023 Partido de la Revolución Democrática del Distrito Federal, el sentido sea revocar, pero hay que precisar la orden y realizar la búsqueda si lo tienen en el nivel de desagregación, así lo entregue y sino funde y motive de no ser, porque esa, porque no lo tienen en ese nivel y obviamente, desglose la orden en cada uno de los puntos en que se remite en que está la solicitud.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 1007.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Sistema de Aguas de Ciudad de México, expediente RR.SIP.1007 de 2013.

Se requirió el documento que contenía el acuerdo de los pobladores de San Bartolo Ameyalco en el cual se estableció que el servicio de agua potable a la parte alta de influencia del Tanque de Zacamulpa se surtiría de las 19 horas a las 7 horas del día siguiente, así como el nombre de la persona encargada de abrir las compuertas del Tanque que se encontraba en la calle Cedros, pueblo San Bartolo Ameyalco Delegación Álvaro Obregón y que se encontraba adscrito a dicha demarcación.

El ente obligado en relación con el primer requerimiento de información, informó que no contaba con dicho acuerdo y señaló que el manantial que abastecía a la población referida se realizaba mediante una planta de bombeo, por ello no existía ningún tanque que contara con compuertas para la distribución del agua.

El recurrente se inconformó porque la respuesta era incongruente con la diversa emitida el 14 de mayo de 2013.

Sin embargo, del análisis realizado se determinó que la respuesta impugnada fue categórica a cada requerimiento, al señalar que no contaba con lo solicitado y realizar las precisiones que brindaron certeza al ahora recurrente, por ello resultó infundado el agravio hecho valer.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Déjenme darles un poco un contexto de este recurso de revisión, porque me parece que es muy interesante que además los ciudadanos de aquella parte de la ciudad que es San Bartolo Ameyalco utilicen el derecho al acceso a la información, precisamente, para saber cómo va uno de los conflictos, me parece muy significativos ahora con la crisis del agua en la ciudad.

El tema es que en esa parte, ha habido un conflicto muy fuerte, precisamente, por un manantial de San Bartolo Ameyalco en donde además hay un cárcamo y hay una serie de cosas, ha habido una serie de exigencias por parte de la población, precisamente, para que se atienda el asunto del manantial, porque la Delegación y el Sistema de Aguas van a hacer una inversión muy importante, ahí de casi 35 millones de pesos; es decir, 35 millones de pesos representa para una delegación casi la tercera parte o más de la inversión en obra pública que pueden hacer.

Y el tema fue que la comunidad ha establecido que el agua de manantial no quieren que se mezcle con el agua que viene del Cutzamala, por lo tanto se va a hacer una obra monumental en términos de separar la distribución y el abasto, lo cual ha generado, pues un conflicto muy importante, ahí entre los pobladores con la propia Delegación, con el Sistema de Aguas y algunas otras instancias.
De hecho, ha habido reuniones en donde han invitado a diferentes instancias, el Sistema de Aguas, la Comisión de Derechos Humanos y el Info ha estado presente en ese asunto y una de las cosas que se ha establecido es, precisamente, que toda la información para la obra pueda ser dada de manera puntual, expedita por todas las instancias de manera irrestricta y que eso se convierta, pues en un mecanismo que permita, precisamente, posesionar un mecanismo de rendición de cuentas en cuanto los acuerdos que se están generando, en cuanto a la propia obra.

De hecho uno de los acuerdos, últimos de estas reuniones ha sido que precisamente la obra, la obra pública que se realicé se pueda a hacer un mecanismo de presupuesto participativo en donde la gente intervenga en el asunto del diseño del proyecto, pueda evaluarla y, por supuesto, pueda intervenir en algunas partes.

Entonces, en ese contexto, me parece muy importante que el acceso al derecho de la información se convierta en un elemento que precisamente, dé confianza, dé certeza y permita saber que está sucediendo, y en ese sentido propongo a este Pleno que el recurso 1007 podamos modificarlo y podamos modificar en vista de qué, en vista de que el agravio del recurrente se basa en una respuesta relacionada con una solicitud de información previa a la que le dio origen al presente recurso.
En el análisis del proyecto de la resolución se determina que las solicitudes no fueron idénticas, en consecuencia las respuestas tampoco, por lo que no son contradictorias entre sí, circunstancia que es cierta y se establece en el propio proyecto.

Sin embargo, de la primera respuesta de la solicitud ajena a este recurso emitida por el Sistema de Aguas de la ciudad de México, se aprecia un posible reconocimiento en la relación a los horarios establecidos y acordados por la población de la Delegación Álvaro Obregón, siendo éste un indicio que nos permite presumir que el Sistema de Aguas puede detentar algún acuerdo en que haya participado, involucra a la población de San Bartolo Ameyalco, en relación a los horarios de distribución de agua del Tanque de Zacamulpa.
Por lo que el ente deberá a hacer una búsqueda en todas y cada una de sus unidades administrativas y emitir un pronunciamiento congruente que atienda la solicitud en relación al requerimiento 1.
En relación a la información solicitada con el numeral 2, el Sistema de Aguas deberá de pronunciarse categóricamente, ya que en la primera respuesta de la solicitud ajena a este recurso señala la posibilidad de que exista algún trabajador de otra dependencia, que en este caso, sería de la Delegación Álvaro Obregón.

Sin embargo, en la respuesta recaída a esta solicitud de información en materia de este recurso, el Sistema de Aguas manifiesta que no existe personal de la Delegación Álvaro Obregón que opere las compuertas de distribución de agua.

Por lo anterior, que sí resulta contradictorio a las manifestaciones hechas por el Sistema de Aguas de la ciudad de México, por lo que también deberá emitir un pronunciamiento congruente que dé atención a lo solicitado por el recurrente en el punto señalado con el número 2 y en ese sentido, la propuesta es que modifiquemos para que entregue esta información.

Me parece que eso ayudaría al Sistema de Aguas, ayudaría a la Delegación, ayudaría al propio Info que finalmente, ha sido parte de las mesas de mediación con la propia población para que ayude, precisamente, a que todo mundo tenga la información, en este caso que me parece que es uno de los casos paradigmáticos en términos de que podríamos ubicarlo como el primer conflicto comunitario por la crisis del agua en la ciudad de México.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, si hay gente o no en Álvaro Obregón abriendo las compuertas o no de la…

Yo, aquí, lo que pasa es que en el recurso como que estamos siendo muy lineales, a la mejor jurídicamente así es lo correcto, porque pues el agravio es porque nos dice que la respuesta es contradictoria; contradictoria no quiere decir que sea lo mismo, o sea, que sean iguales, sino que dice cosas distintas, parece que es lo, y si uno lee las dos respuestas, sí dice cosas distintas, ¿sí? Las preguntas no son las mismas, pero se refieren a la misma problemática.

A mí lo que no me queda claro y lo acabo ahorita de preguntar al Director de Aguas ¿es si tiene o no tiene gente la Delegación Álvaro Obregón? Él no tiene…

INTERVENCIÓN.- (Fuera de micrófono, inaudible) 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Es que en la primera, en la primera dice, “El encargado de abrir las compuertas se encuentra, de las compuertas que se encuentran en la calle de Cedros, es el personal de la Delegación Álvaro Obregón”, eso dice en la primera. En la segunda dice: “En la calle de Cedros se ubica el manantial que abastece el pueblo de San Bartolo por medio de una planta de bombeo, no existiendo ningún tanque que cuente con compuertas para la distribución del agua, por lo que no hay personal de la Delegación Álvaro Obregón que opere compuerta alguna”. Yo sí entiendo ahí una contradicción, de verdad, o a la mejor es un asunto muy técnico, ¿no?

Porque una cosa son compuertas, otra cosa es planta de agua, pero aquí sí habla claramente –creo que ya me contestaron- el encargado de abrir las compuertas que se encuentra en la (…) es el personal de la Delegación Álvaro Obregón. Entonces, ahí, ahora, él sería el encargado, pero no hay que abrirlas por lo cual no hay nada, ah bueno, y luego dice, en la primera: “Que se abastece de 7 a 19 horas, tal, tal, tal”, que se hace por tandeo, dice: “Esos horarios fueron establecidos y acordados por la población, la Delegación Álvaro Obregón y el Sistema de Aguas de la ciudad de México”; entonces, sí hubo un acuerdo.
Ahora, lo que él dice es, dice: “Solicito el documento”, ahora, muchos de esos acuerdos son verbales, que lo manifieste así, él habla de un documento.

Entonces, yo estaría de acuerdo con la propuesta que hace usted Comisionado, estoy argumentando en ese sentido que sí se debe ser más exhaustivo en la respuesta, no irnos sólo al análisis, bueno, sí es cierto que las preguntas no son las mismas, en ese sentido, pero sí hay información que no genera, sí, no, sí genera confusión, a la mejor por un aspecto técnico; entonces simplemente pedirle aclare esa situación que en un principio ahí de máxima publicidad y creo que sería aparte por los…, por el bien de la comunidad, la comunidad de canal cinco.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. Igual, que ambos comisionados para cambiar el sentido del proyecto para que sea modificar la respuesta y ya para no repetir todo lo que dijeron, efectivamente en una primera solicitud, se habla del encargado de abrir las compuertas que se encuentra en la calle de Cedros es el personal de la Delegación Álvaro Obregón, hay una respuesta contundente, categórica de que sí existe y en la segunda respuesta señala, “No existiendo ningún tanque que cuente con compuertas para la distribución del agua, por lo que no hay personal de la Delegación Álvaro Obregón que opere compuerta alguna”, puede ser que sí no haya incongruencia respecto a la cuestión, una cuestión técnica, porque en la primera puede ser una compuerta por caída, caída de gravedad de equis sistema y el otro puede ser, el otro se trata de una planta de bombeo, o sea, sube el agua, a diferencia del..., entonces, pero no lo sabemos, no nos queda claro y entonces, es que clarifique la solicitud de información. 

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pues yo también creo que la problemática que tienen ahí es muy importante para los pobladores de San Bartolo Ameyalco, de la Delegación Álvaro Obregón y que es relevante que ellos resuelvan esa circunstancia para el bien de la comunidad como bien dice nuestro Comisionado Presidente.

Sin embargo, no creo que el hecho de no confirmar la respuesta, vaya a ayudar a resolver esa problemática, creo que los carriles por los que transcurre la solución a esa problemática es muy distinta, y lo que no creo es que nosotros pensando en el bien de la comunidad, de una manera, creo yo equivocada, ¿no? Afectemos al ente al no confirmar su respuesta, porque si bien pudo haber un error en una respuesta anterior, el hecho es que si nuestro jurídico revisó el tema y estamos viendo que la respuesta es congruente y como dice aquí, “del análisis realizado se determinó que la respuesta infundada fue categórica a cada requerimiento al señalar que no contaba con la información requerida y realizar las precisiones que brindaron certeza al ahora recurrente por ello resultó infundado el agravio hecho valer”, en ese sentido yo estoy de acuerdo por todo el proyecto con confirmar la respuesta impugnada, porque no podemos aprovechar nuestra circunstancia de Comisionado ciudadano para hacer adalid desde otras causas que además no se resuelven simplemente afectando al ente, cuando el ente ha respondido conforme a ley.
Puede haber muchos otros casos en que haya circunstancias muy legitimas y donde haya el bienestar de la comodidad implicado, pero si el ente viene y responde conforme a ley y lo que tiene que responder el ente es garantizar su cumplimiento de la ley, y está cumpliendo con la ley, nosotros no podemos involucrar otro tipo de circunstancias, porque además insisto, si alguien me explica en qué ayuda el hecho de que modifiquemos la respuesta a resolver la problemática de la Delegación Álvaro Obregón, pues habría qué ver, qué argumentos, fundamentos a nivel de ley y motivaciones tenemos para el efecto.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, lo que pasa es que aquí tenemos un hecho notorio, o sea, que es válido jurídicamente traerlo a alusión, el análisis que hace el jurídico, es decir, “bueno, como no son las mismas preguntas, no hay contradicción”, yo digo que sí hay contradicción por las respuestas, porque se refieren a una misma problemática, la pregunta no puede ser igualita, pero sí se refiere.

Simplemente, y es cierto, claro no vamos a resolver el problema, ojalá, resolviéramos el problema con este asunto, pero simplemente estamos haciendo lo que en nuestra cancha nos pertenece que es darle certidumbre a una respuesta que tiene, digamos, confusión y puede ser técnica la confusión y hemos dicho e insistido en el lenguaje ciudadano también para, digamos, comprender.

Yo ahorita por ejemplo no tengo agua en mi casa y puedo preguntar y no por eso se va a solucionar que ya tenga agua en mi casa, pero bueno, cuando menos me puedan decir por qué no tengo.

Aquí son dos clausulas que tiene que decir, ¿hay o no un acuerdo? Él dice que no, que ya lo buscó, pero en otro dice que hubo un acuerdo, vuelvo a decir, puede ser verbal; entonces, ahí explicarlo, ¿sí? Porque no puede decir que sí hubo un acuerdo entre tres partes, la población, la Delegación y el Sistema, pues hubiera dicho la población y la Delegación, ah, bueno, pues a la mejor no está, pero está allá, pero dijo, ahí estuvo en el Sistema de Aguas, ¿no? Entonces, bueno, saben qué, fue verbal, punto se acabo, ¿no? Esto se hace desde hace 15 años y se les insistió, ahí está, se da claridad y certidumbre, eso va a resolver el problema, no.

La otra, hay personal de la Delegación Álvaro Obregón o hay personal, digamos, haciendo alguna actividad, abriendo compuertas, etcétera, etcétera, sí o no. En la segunda, es contundente, no, en la primera dice que sí, ¿me explico? No, no es que yo te digo que si hubiese el caso, entonces, tendría que ser la Álvaro Obregón, pero ya averiguamos y no hay nadie, ah, bueno, pues eso dímelo, en ese sentido.

Creo que es simplemente una cuestión de aclaración que finalmente no soluciona el problema, pero sí genera un principio cuando menos, pues de certidumbre de información, la información no soluciona los problemas, simplemente te da elementos, pues para buscar posibles soluciones.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Lo comentó el Comisionado Presidente, no es, yo creo que sí tenemos que resolver lo que toca en nuestra cancha, digamos, y aquí sí hablan en una primera respuesta, respecto de la misma calle, que es la calle de Cedros, la misma calle donde sí dice: “Es el personal de la Delegación Álvaro Obregón” y luego dice: “No hay personal de la delegación Álvaro Obregón” y es la respuesta del mismo ente.
Entonces, lo que queremos es clarifícame, dime qué, o sea, por una parte me dices y estamos hablando de días, creo que la primera respuesta es del día 14 de mayo y la otra del 23 de mayo, o sea, no habían pasado ni 15 días y ya estaban dando una respuesta, pues no congruente, ¿verdad? Es más que nada clarificar la información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Alguien más, señores comisionados.

Bueno, sino voy a someter a votación, hay dos propuestas, la que viene en el proyecto que es la de confirmar y la otra que se ha propuesto aquí que es la de modificar, simplemente para generar certidumbre entre las dos respuestas.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea confirmar como viene en el proyecto, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar con el objeto de ordenarle, se dé certidumbre a las dos respuestas, dado que la primera sí la trae como hecho notorio, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este Recurso RR.SIP.1007 es el siguiente:

La propuesta de que, la propuesta de confirmar la respuesta, un voto del Comisionado David Mondragón.

La propuesta de modificar la respuesta del ente y ordenar que haga una búsqueda exhaustiva, de encontrarla entregue la información, sino pues motive y funde adecuadamente, cuatro votos de los comisionados Mucio Israel Hernández, Oscar Guerra Ford, Luis Fernando Sánchez, Alejandro Torres Rogelio.
¿El plazo para dar cumplimiento?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Cinco días.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Cinco días y se estaría ajustando obviamente el proyecto con base a los argumentos y fundamentos que sustenten la instrucción.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, señores comisionados, vamos a pasar ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que no han sido reservados por ningún Comisionado y voy a someter a la votación los mismos.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso, bueno recordándoles, ah, perdón, recordándoles mientras a todos los comisionados que aquellas observaciones de forma que tengan sobre estos recursos, favor de hacerlas llegar a la Secretaría Técnica para que sean consideradas en los engroses respectivos.

Entonces, voy a iniciar con la votación de los recursos de revisión.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 825 Delegación Miguel Hidalgo y el 987 Procuraduría General de Justicia, el sentido sea sobreseer por haber quedado sin materia, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 986, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda el sentido sea sobreseer por no constituir una solicitud de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 872 Protección Civil, 886 Policía Auxiliar, 932 Benito Juárez, 933 Benito Juárez, 934 Benito Juárez, 936 Benito Juárez, 988 Benito Juárez, 959 Jefatura de Gobierno y 1001 Partido de la Revolución Democrática, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 947 Benito Juárez, 998 Benito Juárez, 1021 Benito Juárez, el 942 Obras y Servicios, 992 Secretaría de Medio Ambiente, 1009 delegación Iztapalapa, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 938 Instituto de Educación Media Superior, 976 Instituto de Juventud, 995 Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1131 Delegación Cuajimalpa Morelos y el 1143, Delegación Coyoacán, el sentido sea ordenar emita una respuesta y dar vista a la Contraloría por omisión de la respuesta, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad. 
C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la presencia en esta Sesión del Pleno de la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica de Desarrollo Normativo de este Instituto.

Y comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en los Asuntos Generales.

Y como no hay ningún asunto general que tengamos registrado y no habiendo otro asunto que tratar siendo la 1 de la tarde con 28 minutos del día 7 de agosto del 2013, se da por terminada la Vigésima Séptima Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, agradeciendo a todos su presencia, que tengan muy buenas tardes y muy buen provecho.
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